Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 3 minutos.) 


-La Comisión de Defensa Nacional da la bienvenida a los señores Núñez, González, 
Albornoz, Adaime, Zimmer, Boubet y al doctor Rodríguez, representantes de la Sociedad de Prácticos 
del Puerto de Montevideo, para tratar temas inherentes al servicio del pilotaje nacional. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- La Sociedad de Prácticos del Puerto de Montevideo quiere agradecer a los 
señores Senadores la deferencia que han tenido para recibirnos en la tarde de hoy. 


El tema que nos convoca es una titulación ilegal de Práctico del Puerto de Montevideo, asunto 
que consideramos muy importante. 


Con fecha 27 de marzo de 2012 se dictó la resolución 90.166 del Ministerio de Defensa 
Nacional por la cual se otorga título definitivo de Práctico del Puerto de Montevideo al Capitán de 
Fragata (R) Leonardo Larrosa. Este título definitivo de Práctico de Puerto se otorgó en manifiesta 
violación a las normas del Reglamento General de Práctico y a la Ley N* 16.595 relativa al practicaje, 
que es la que regula, justamente, toda esta actividad a nivel nacional. 


El Capitán Larrosa participó en el concurso de ingreso a Práctico del Puerto de Montevideo, 
que comenzó en marzo de 2008, no aprobando el examen práctico final, requisito imprescindible para 
acceder a la habilitación provisoria y posterior titulación por el Poder Ejecutivo. No obstante ello, el 
Comando General de la Armada eleva la propuesta de titulación definitiva al Poder Ejecutivo. En el 
considerando de esa resolución se cita el artículo 69 del Reglamento General de Prácticos, el cual 
establece la condición de haber cumplido todos los requerimientos para cada zona a fin de ser 
habilitado; extremo que el Capitán Larrosa no cumple y ciertamente esto obra en conocimiento del 
Prefecto Nacional Naval y del Comandante en Jefe de la Armada. 


No sé si los aquí presentes tienen una idea clara de lo que es un práctico y cuál es su 
función. Sucintamente quiero informar que el artículo 15 del Reglamento General de Prácticos 
establece que el práctico es un asesor del Capitán cuyos servicios debe requerir en puertos, radas, 
canales, ríos y aguas jurisdiccionales y que se trata de un profesional independiente, titulado por el 
Estado, que participa en la prestación de un servicio público, cuya actuación se rige en un todo por 
dicho Reglamento. En los hechos, un práctico es quien directamente dirige el buque en todas las 
entradas y salidas del puerto, en todas las entradas y salidas a diques. Los señores Senadores estarán 
acostumbrados a ver que en la costa, durante la noche, hay una larga línea de lucecitas en el 
horizonte. Precisamente, allí es a donde debe llegar el práctico; lo hace en una lancha y luego aborda 
el buque trepando por una escala de gato. Una vez en el puente, intercambia información con el 
capitán e inmediatamente comienza el ingreso. 


En síntesis, realiza las coordinaciones correspondientes con control marítimo, con 
remolcadores y amarradores, así como también el cruce con otros buques que vengan en sentido 
contrario. Luego, a través del oficial de guardia, da las órdenes al timonel -de rumbos y de máquinas- 
y realiza los incrementos y las disminuciones de velocidad de acuerdo a las necesidades. 


En definitiva, se trata de una persona que tiene una carta náutica grabada en su mente, ya 
que es un idóneo, conocedor de la zona, que realiza su tarea de día y de noche, con niebla o sin 
niebla, con temporal o no, los 365 días del año. Muy rápidamente, ese es el trabajo que realiza el 
práctico. 


En el Uruguay el Servicio de Practicaje está dirigido y controlado por la Prefectura Nacional 
Naval a través de la Oficina de Pilotaje. Quienes prestan ese servicio son los prácticos, quienes están 
agrupados en dos sociedades con personería jurídica: la Sociedad de Prácticos del Puerto de 
Montevideo y la Sociedad de Prácticos de Río, que se ocupan de todo el tema del Río de la Plata, Río 


Uruguay y frente marítimo y oceánico. Su accionar está acorde al Reglamento General de Prácticos y, 
por supuesto, a la ley de practicaje. 


Más adelante explicitaremos más lo concerniente a la forma de ingreso. Quisiera resaltar, 
sobre todo, el tema de la ilegalidad que se ha cometido en este caso. En este sentido, si me permiten, 
quisiera ceder el uso de la palabra a nuestro asesor legal, el doctor Jorge Rodríguez Pereira, a fin de 
que nos ilustre acerca de este punto. 


SEÑOR RODRÍGUEZ PEREIRA.- Como profesional, asesoro jurídicamente a la Sociedad de 
Prácticos y puedo decir que, desde el punto de vista estrictamente jurídico, vemos la titulación del 
señor Larrosa con sorpresa, dado que en nuestro concepto contraría flagrantemente todas las normas 
reglamentarias y legales en la materia. 


La actividad del practicaje nacional está regulada por el decreto del Poder Ejecutivo 308/86 y 
sus modificativos, pero existe la ley que citábamos recién, la N* 16.595, que básicamente, cuando 
refiere a esta actividad, dice que se regulará conforme a los reglamentos dictados por el Poder 
Ejecutivo. 


Entonces, esta titulación ocurrida con el señor Larrosa no solo viola el Reglamento -el Poder 
Ejecutivo viola su propio Reglamento- sino la ley relativa a la actividad de practicaje. Se habla de 
titulación conforme al Reglamento pero, obviamente, no se está cumpliendo con ello, pues exige, entre 
otras cosas, que el aspirante a práctico rinda y supere el examen final. Como ya dijimos, esto no 
ocurrió en este caso concreto. 


Además, en el Poder Ejecutivo sorprende esta decisión porque fue adoptada conforme a una 
motivación que consideramos totalmente errónea o desacertada, y hasta me animaría a llamarla ilícita. 
Desde el punto de vista de los servicios técnicos y jurídicos del Ministerio de Defensa Nacional, 
cuando se resolvió sobre los recursos de revocación y jerárquico del señor Larrosa en los cuales 
pedía, entre otras cosas, esta titulación, se interpuso el recurso de revocación ante la Prefectura 
Nacional Naval y la resolución fue mantenida, flanqueándose el recurso jerárquico. Cuando la asesoría 
letrada del Ministerio de Defensa Nacional estudió ese recurso jerárquico, aconsejó al señor Ministro 
denegarlo. Todos sabemos que la opinión de los servicios técnicos no es vinculante para el Ministro, 
pero también sabemos que cuando uno se aparta de la opinión técnica jurídica de sus asesores, tiene 
que esmerarse en fundar y motivar debidamente la resolución, lo cual no sucedió en este caso. La 
motivación de esa decisión expresa en el “Visto” que se adopta la decisión a propuesta del Comando 
General de la Armada. Si uno mira el expediente, puede observar que después de la opinión técnica 
jurídica de los servicios del Ministerio de Defensa Nacional contraria a esta titulación, hay una pequeña 
providencia en donde se dice que, conforme a una reunión mantenida entre el señor Comandante en 
Jefe de la Armada y el señor Ministro de Defensa Nacional, se resuelve hacer lugar a lo peticionado por 
Larrosa. Quienes tenemos experiencia en acciones de nulidad frente a los Tribunales -en este caso se 
trata del Tribunal de lo Contencioso Administrativo- podemos darnos cuenta de que la motivación aquí 
es errónea, que está alterada y que no se condice con la real. 


Hace poco menos de un mes, el Poder Ejecutivo, en una situación similar ocurrida con dos 
prácticos, de apellidos Pírez y Rodríguez, quiso proceder de esta forma, es decir, titulando 
directamente sin que las personas hubieran rendido el examen correspondiente. La Sociedad de 
Prácticos se alzó por la vía recursiva, consiguiendo que el Poder Ejecutivo revocara estas resoluciones 
asumiendo, junto a la Armada, que se había incurrido en un error. Cabe señalar una particularidad: en 
el expediente de los recursos consta que los dos prácticos se presentaron diciendo que no deseaban 
ninguna dádiva y que querían ser titulados conforme a la reglamentación. Debo decir que pocas veces 
se ve este tipo de conductas en la actividad profesional. En este aspecto seré muy franco: me parece 
que es una flagrante violación a las normas. Existe un ejemplo de explicación -por decirlo así- que 
ensaya un asesor de la Prefectura Nacional Naval, según el cual, como fue el Poder Ejecutivo el que 
dictó el decreto reglamentario de la actividad de practicaje, con un alcance general, en cualquier 
momento podrá ser dictado un acto administrativo contrario. Sin embargo, basta con una simple 
reflexión para darse cuenta de la pobreza de este argumento. Como el Poder Ejecutivo fue quien dictó 
el Decreto 500/91, que regula toda la actividad de los procedimientos administrativos en nuestro país, 
¿podría modificarlo cuantas veces lo entendiera necesario y con los fundamentos que creyera 


oportunos? Entonces, bastaría con que estableciera que para determinado caso particular no se aplica 
y que, en vez de darle una vista de diez días, se le dará una vista de cinco días. Pero, además, reitero: 
aquí lo importante es que no se está modificando el decreto, sino que se está yendo contra la Ley N* 
16.595, que remite al decreto para exigir una titulación en forma de cualquier aspirante a práctico. 


Desconocemos la verdadera motivación de esta conducta, pero permitaseme decir, con toda 
sinceridad, que todo esto huele muy feo. No sabemos qué se persigue con esta actitud. Hace muy 
poco tiempo ya se había intentado hacerlo y se dio marcha atrás; ahora se patrocina a una persona 
que no cumple con los requisitos, que no es apta para ser práctico de puerto y que desde hace casi 
dos años no ingresa ni saca ningún buque del puerto. Existe la probabilidad objetiva de que, en caso 
de que ejerza la actividad, ponga en riesgo y en peligro tanto a la infraestructura como a las personas 
que allí trabajan. Basta con mirar la entrada y la salida de los buques en ocasión del examen que 
perdió este señor para darse cuenta de que nunca podría haber aprobado este examen final. Existen 
pruebas gráficas y testimonios periciales. A su vez, la Sociedad de Prácticos no tiene ninguna 
animosidad contra este señor; él intentó volcar la balanza en esa dirección, pero no lo pudo demostrar 
porque sencillamente eso no existe. Con excepción del señor González, la mayoría de los prácticos 
aquí presentes perdieron en dos o tres oportunidades el examen final, porque es normal no pasarlo. 
Pero en este caso realmente llaman la atención las vicisitudes que rodean esta situación. 


Voy a ceder la palabra al Secretario de la Sociedad, pero quedo a las órdenes para realizar 
cualquier aclaración. 


SEÑOR ALBORNOZ.- Quisiera hablar acerca de las etapas del examen. 


Lo primero que se hace es un llamado a concurso a través de la Prefectura Nacional Naval, 
donde se convoca a todo el espectro marítimo, que incluye a UTU, la Marina Mercante y la Marina 
Militar. Luego se determina la fecha en que se desarrollará la primera fase del examen, que es la parte 
teórica y un oral. Los aspirantes que logran salvar pasan a la segunda fase, que consiste en lo que se 
llama “aptitud para la maniobra”. En esta etapa el aspirante comienza a interiorizarse en la mecánica 
del trabajo. En un primer momento va como observador, viendo cómo cada práctico de turno utiliza los 
remolcadores, de qué manera se comporta con el viento, cuáles son las órdenes que debe cumplir o 
de qué forma tiene que reaccionar ante una emergencia. Posteriormente los aspirantes deben rendir un 
examen de esta segunda etapa. Aprobada esa prueba, pasan a la tercera etapa, que se podría decir 
que es un período de aprendizaje, porque justamente en esta fase el aspirante es el responsable del 
barco y está respaldado por un práctico de puerto con experiencia, al que puede recurrir para 
cualquier consulta o ante una emergencia. Este período tiene una duración de cinco meses, en que el 
aspirante tiene la oportunidad de maniobrar de día, de noche, con baja visibilidad, con viento o sin él, 
con buques pequeños, grandes, con buques de hélice de paso fijo o variable, enfrentando todas las 
vicisitudes que se puedan dar en el momento en que esté operando. Luego viene un examen final -esta 
fue la etapa que el aspirante en cuestión no aprobó-, que consta de una entrada y una salida. El 
aspirante se encuentra allí junto a un práctico asesor y otro seleccionado por la mesa examinadora. 
Para aprobar esta prueba, el voto debe ser unánime; los dos prácticos son los que determinan las 
razones por las que los aspirantes aprueban o no, si tienen o no tienen aptitud, si están capacitados 
para maniobrar solos, o no. En definitiva, estas son las etapas del examen, que es genérico para 
todos. 


Como acaba de señalar el doctor Rodríguez, la gran mayoría de nosotros hemos transitado 
por estos exámenes varias veces. En lo que me es personal, me presenté en el año 2008 y perdí; en 
2009 se llamó nuevamente y tuve la oportunidad concursar otra vez, para después graduarme como 
Práctico de Puerto. 


Este tema, que en principio parecería ser de carácter teórico, tiene ciertas consecuencias. En 
caso de que esta persona sea titulada en forma incorrecta, debe tenerse en cuenta que, en lo que a 
titulación de la gente de mar se refiere, Uruguay tiene un convenio de homologación con la Comunidad 
Europea; vale decir que cualquier Capitán que navega aquí, lo puede hacer también en Europa o en 
cualquier otra parte del mundo, lo que demuestra que en esta materia hay cristalinidad y se respetan 
las normas internacionales. Pero, además, esto está reglamentado por la Organización Marítima 
Internacional. Entonces, el hecho de que haya un práctico que no esté titulado en condiciones 


normales puede acarrear riesgos, como por ejemplo, que el Puerto de Montevideo pueda quedar fuera 
de la lista comercial. Para los conocedores del ámbito marinero, estamos hablando de la lista blanca. 
Insisto, pues, en que todo esto puede acarrear graves consecuencias para el país. El Puerto de 
Montevideo cumple con el Código PBIP, que tiene que ver con la protección de buques e instalaciones 
portuarias, las titulaciones y las homologaciones. Pensemos en cualquier accidente que llegara a 
ocurrir; si el práctico no está correctamente titulado, en pocos segundos las aseguradoras lo averiguan 
y no se hacen responsables por los daños que se pueda causar, tanto al buque como a las 
instalaciones portuarias, como tampoco en caso de que haya fallecidos. Si esto sucediera, nuestro 
puerto dejaría de ser competitivo y el tráfico marítimo pasaría a favorecer a Argentina y Brasil. Vale 
decir que el Puerto de Montevideo compite, normalmente, con Río Grande y, en menor escala, con 
Buenos Aires, y de esta manera lo único que se lograría sería que el tráfico se dirigiera para otro lado. 


SEÑOR RODRÍGUEZ PEREIRA.- Para ilustrar mejor este tema habría que retrotraerse hasta el 
instante en que empezó todo esto, que fue a partir del momento en que el señor Larrosa perdió ese 
examen. 


La Prefectura Nacional Naval dispuso la realización de un sumario administrativo a los dos 
prácticos que integraron el tribunal y votaron contra la titulación; ese sumario todavía no tiene una 
resolución y se encuentra en el ámbito de la Prefectura. Cabe señalar que ha tenido lugar una 
ampliación sumarial y que hemos aportado pruebas y la competencia de un perito de reconocida 
trayectoria. En este proceso, el Capitán Zimmer ha mostrado y demostrado la maniobra incorrecta, 
tanto de salida como de entrada al Puerto de Montevideo, en ocasión del examen. 


Además, el señor Larrosa promovió, por vía penal, una denuncia contra los dos prácticos 
sumariados, aduciendo que había existido una especie de asociación para delinquir en contra de él y 
de su nominación como práctico. Esta denuncia penal fue archivada hace una semana en el Juzgado 
respectivo, con un dictamen fiscal absolutamente claro. Después de que, tanto el Fiscal como el Juez - 
cabe aclarar que quien habla estuvo presente en esa audiencia- observaron las maniobras, pudieron 
evidenciar -porque era algo realmente evidente hasta para un lego en la materia marítima- que ese 
examen jamás podría haber sido aprobado. 


Entonces, desde el punto de vista de los pronunciamientos de los prácticos integrantes de ese 
tribunal y que reprobaron al Capitán Larrosa como práctico, hay que señalar que estamos hablando de 
dos personas de absoluta honestidad y de una amplia trayectoria. Uno de ellos está a punto de 
jubilarse y el otro está próximo a hacerlo. Ambos cuentan con muchos años en la profesión y han visto, 
por el lado de la Prefectura Nacional Naval -con el sumario administrativo del que todavía no sabemos 
su resultado- y por el del propio Capitán Larrosa -con esta denuncia penal- manchados su nombre y su 
honor, al igual que, indirectamente, el de la propia Sociedad de Prácticos, porque nada de esto le es 
ajeno. Me parece que, tanto por la denuncia penal, como por el manejo de los procedimientos 
administrativos, el destino final es destruir a la Sociedad de Prácticos. En medio de todas estas 
irregularidades hemos tenido -¡vaya coincidencia!- una denuncia ante la Comisión de Promoción y 
Defensa de la Competencia sobre un supuesto monopolio de la Sociedad, etcétera. Cuando 
evacuamos esa vista, nos fue favorable el dictamen de esa Comisión en el sentido de que no existía 
monopolio, como tampoco irregularidades que pudieran hacer pensar en una falta de objetividad o 
transparencia en los procedimientos. Quiere decir que también en este aspecto la Sociedad obtuvo un 
pronunciamiento favorable. 


La denuncia penal está archivada y no nos sorprende que todavía no se haya resuelto el 
sumario administrativo contra los dos prácticos, pero creemos que es importante que los señores 
Senadores conozcan este antecedente porque ilustra acerca de cómo se han venido dando las 
circunstancias hasta este momento, terminando con la titulación. 


Para finalizar, quería decir que hemos promovido las acciones administrativas recursivas 
frente a esta resolución del Poder Ejecutivo. Hemos pedido y fundamentado -como pocas veces se 
hace- que se suspenda la ejecución del acto, por lo menos, durante la tramitación y el agotamiento de 
la vía administrativa. Aún no hemos obtenido respuesta. Estamos convencidos, además, de que el 
Poder Ejecutivo no fue debidamente asesorado en esta materia y de que esta resolución, 
lamentablemente, no se inspiró en la realidad. 


Repito que no ha habido un pronunciamientos sobre algo que pensábamos se iba a 
suspender. Pocas veces los abogados tenemos la posibilidad de que se suspenda la ejecución 
provisional del acto, pero en este caso había sobradas razones para que así sucediera porque hay 
temas de seguridad que están en juego y, además, como ya lo dijo el Secretario de la Sociedad, se 
trata del prestigio del puerto de Montevideo y hasta ahora no hemos tenido respuesta. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ADAIME.- Quisiera destacar que desde el año 1994 Uruguay cuenta con una ley sancionada 
en este Palacio Legislativo que, para los Prácticos mercantes, para la Marina Nacional y para todo el 
país, es un orgullo. Esta ley recopiló -ni más ni menos- toda la historia del practicaje: desde los inicios 
del Puerto de Montevideo hasta 1994. Hasta entonces había reglamentaciones donde se dejaba 
constancia por escrito de los distintos procedimientos que permitían el buen funcionamiento del puerto, 
de los canales y de las aguas restringidas en el Uruguay. 


Dice la ley: “Declárase que el practicaje, de conformidad con el artículo 1097 del Código de 
Comercio, es un servicio obligatorio, no comercial y de Interés Nacional, que debe ser prestado por 
profesionales con título habilitante, inscriptos en el registro llevado a esos fines por la Prefectura 
Nacional Naval, en un todo de acuerdo con la reglamentación del Poder Ejecutivo y mediante un 
sistema que asegure la distribución equitativa del trabajo sin menoscabo de la seguridad de la 
navegación.” En este único párrafo se resumen 180 años de historia, porque el primer Reglamento 
de Práctico se redactó en 1830. Llevo treinta años como Marino Mercante y catorce como Práctico y 
he visitado, pues, muchos países y por haber asistido a congresos de Prácticos, me atrevería a decir 
que ninguno pudo resumir tan bien como Uruguay el significado que tiene el practicaje para el Estado y 
eso para nosotros es un orgullo. Al decir la ley que es un servicio obligatorio, no comercial y de interés 
nacional, alguien que la desconozca podría pensar que esto es monopólico, pero lo cierto es que se 
trata de un servicio muy reglamentado y celosamente vigilado por el Estado a través del Reglamento 
General de Práctico, que hace que no se preste a intereses particulares. Esto que hoy ha sucedido con 
una titulación fuera del reglamento y de la ley podría abrir una brecha para que los intereses privados - 
que no son menores, porque el comercio marítimo internacional es grande y pesado- incidan en el 
funcionamiento marítimo del Estado. Por eso somos celosos de esta ley y venimos a proteger lo que 
aquí se sancionó porque, repito, es un orgullo para nosotros y para todo el país. No queremos que 
algo que nos llevó casi doscientos años plasmar en el papel, sea quebrantado por una titulación 
irregular. 


SEÑOR ALBORNOZ.- Quisiera agregar que hoy la comunidad naval estuvo reunida en función de lo 
que establece el artículo 125. En esa instancia participan el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, la Prefectura Nacional Naval, las corporaciones de 
prácticos, el Centro de Navegación y todo lo que tiene que ver con el ámbito marítimo. Había 
preocupación por el hecho de que, en cierta manera, está habilitado el señor Larrosa. Hay que tener 
en cuenta que hace dos años que no trabaja. 


Además, hay preocupación en los armadores por el tema de los seguros y está en juego el 
prestigio del Puerto. Todo esto fue manifestado en el día de la fecha -consta en actas- en esa reunión. 
El Centro de Navegación planteó la moción de rever este tema de la habilitación temporaria, porque 
mientras esto no ocurra, tendría la posibilidad de llegar a operar. Y, en caso de ser así, esto afectaría 
las instalaciones y las personas, habría demoras y toda la parte económica se vería resentida. Por ese 
motivo se hizo la moción, para que se elevara al Prefecto Nacional Naval y al Comando General de la 
Armada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a los representantes de la Sociedad de Prácticos del Puerto de 
Montevideo su presencia en la sesión de hoy. 


(Se retira de Sala la delegación de la Sociedad de Prácticos del Puerto de Montevideo.) 


-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Nota presentada por el señor José Gutiérrez, retirado militar, Técnico Especialista de la 
Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas, solicitando audiencia por asuntos relativos a 
su pasividad. 


Nota del señor Ministro de Defensa Nacional, Eleuterio Fernández Huidobro, de fecha 14 de 
mayo, invitando al acto de asunción del nuevo señor Comandante en Jefe de la Armada Nacional, 
Contralmirante Ricardo Giambruno, el día de mañana 15 de mayo a la hora 11. 


Nota de la señora Decana de la Facultad de Derecho Dora Bagdassarian presentando la 
Memoria correspondiente al período 2010-2011”. 


-Quiero informar que, aproximadamente a la hora 13 y 40, el señor Ministro de Defensa 
Nacional, por medio de uno de sus asesores, se puso en contacto con quien habla para solicitar ser 
recibido por esta Comisión en el día de hoy. De manera que lo convoqué a la hora 18 dado que 
teníamos previsto recibir a otra delegación a la hora 17. 


Según tengo entendido, los miembros de la Comisión están en condiciones de designar 
Vicepresidente. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Propongo al señor Senador Saravia. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 6. Afirmativa. 


Como habrán podido observar, el retirado militar José Gutiérrez ha presentado una nota 
relacionada con su pasividad y yo decidí no incluirla en el Orden del Día porque considero que no 
corresponde que la Comisión atienda demandas de carácter personal; pero, naturalmente, estaremos 
a lo que el conjunto de los señores Senadores resuelva. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Soy partidario de dar vista a la Caja de Pensiones Militares para 
comprobar si es cierto lo que dice esta persona en cuanto a que no le computaron algunos años y para 
luego, con las dos opiniones, tomar una resolución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Justamente a eso me refería: a no atender el caso, sino a trasladarlo. 


Por otra parte, tenemos otro tema a estudio que no figura en el Orden del Día, porque 
habíamos pedido su postergación porque teníamos alguna duda, que ya hoy hemos despejado. Se 
trata del ascenso al grado de Coronel en el Escalafón de la Justicia Militar de la señora Teniente 
Coronel (JM) doña Marta R. Iturvide. Puesto que hemos evacuado las dudas que nos presentaba la 
propuesta, estamos en condiciones de votarla. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Propongo que el señor Senador Saravia sea el miembro informante. 
Se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 6. Afirmativa. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Me quedó cierta sensación de pasividad con respecto al planteamiento que 
realizaron los representantes de la Sociedad de Prácticos del Puerto de Montevideo, amén de que no 
le formulamos ninguna pregunta. En ese sentido, me gustaría conocer alguna opinión y dar la mía. 


Me parece que hay algunos elementos que debemos tomar en cuenta. Ellos vinieron a la 
Comisión con mucha transparencia; inclusive, trajeron una resolución del Prefecto Nacional Naval -que 
no ha sido controvertida- en la que expresa que se recabó toda la prueba y que de todas las 
declaraciones que surgen del examen que se le tomó se llega a la conclusión de que no existió peligro 
en las maniobras para la embarcación involucrada, para las instalaciones portuarias, para el 
remolcador utilizado ni para otras embarcaciones. Asimismo, surge de la prueba que la maniobra se 
desarrolló normalmente, que no existe asiento alguno en los libros de exposiciones de prácticos ni a 
nivel de armadores, capitanes, etcétera. 


En fin, si bien es cierto que recién tomamos contacto con esta información -en mi caso pude 
darle una mirada muy superficial- me dio la sensación de que quedaron esperando algo. No sé si ellos 
plantearon algún recurso frente al Poder Ejecutivo, pero sé que existen antecedentes de revocación de 
estos actos. En definitiva, temo que hayamos quedado un poco descorteses con ellos. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Me quedó la misma sensación, pero también pensé que ellos están 
transitando por la vía legal correcta, que todos sabemos que es demasiado larga. Creo que podríamos 
pedir al señor Ministro que una vez que él hable con los jerarcas de la Armada involucrados, nos dé 
alguna información con respecto al peligro político que corremos y que fue señalado por ellos mismos. 
Entonces, habría que distinguir lo que es el reclamo jurídico, porque en un recurso uno no puede 
intervenir desde el punto de vista político; tenemos que tener mucho cuidado con eso, de lo contrario, 
esta situación puede generarse en cada destitución. En cambio, si establecemos una barrera bien clara 
y quedamos preocupados por las eventuales consecuencias de la irregularidad de la titulación de esta 
persona respecto de nuestro país, ahí sí estamos en el terreno político, que es el que nos corresponde. 
A los efectos de hacerlo más rápido, dado que el señor Presidente de la Comisión fue Ministro de 
Defensa Nacional y es buen amigo del actual Ministro, aparte de correligionario, creo que en lugar de 
cursar notas, convendría que le dijera -ahora, en algún momentito, o en una visita-: “Che, Ñato” o 
“Señor Ministro” -dependiendo del grado de confianza- “¿qué hay de esto?” Quizás a él le pueda 
decir algo que no está en el expediente. De no ser así, podríamos hacerlo por la vía formal, sobre todo 
nosotros, que no tenemos proximidad; se podría optar por cualquiera de los dos caminos. Por ejemplo, 
podríamos empezar diciendo: “Atento a las consecuencias negativas que puede tener una irregularidad 
en la titulación con respecto al Puerto a nivel internacional en el tema de los seguros”; el otro tema 
entra dentro de la órbita de los abogados. 


En síntesis, creo que el planteamiento del señor Senador Nin Novoa es muy correcto y esa 
parte me impresionó; lo otro es una peripecia, como ocurre a diario en tantos juicios. Entonces, si lo 
tomamos de esa manera, podríamos pedir al señor Ministro información por escrito en una pequeña 
nota -que el señor Presidente tramitaría en mano- que podría comenzar: “Señor Ministro: atento a las 
consecuencias negativas con respecto al Puerto en materia de seguros y la eventual irregularidad, 
queremos tener una información”. Obviamente, habría que redactarla de mejor manera. Por lo visto, el 
Poder Ejecutivo no va a dar marcha atrás porque ya reiteró el acto. 


(Intervención del señor Senador Nin Novoa que no se escucha.) 


-Bueno, pero en este caso parece que no. Reiteró el acto, así que ahora les queda un 
camino larguísimo, y como no se procedió a la suspensión del señor Larrosa -esto sí quizás se le 
pueda decir al señor Ministro- podemos estar incurriendo en una irresponsabilidad que luego tal vez no 
tenga arreglo. En ese caso, los argentinos se lamerían los bigotes porque podrían liquidar el Puerto de 
Montevideo con un artículo en La Nación que dijera: “El Puerto de Montevideo eventualmente será 
declarado puerto no seguro” y ganarían el partido con un gol de media cancha. Eso sí nos tiene que 
preocupar, y me alegro de que el señor Senador Nin Novoa haya hecho el planteamiento porque creo 
que, efectivamente, nos hemos quedado un poquito, aunque a veces no conviene decir estas cosas 
delante de ellos. 


Por eso, repito, no nos corresponde meternos en la tramitación jurídica, pero vistas las 
eventuales consecuencias, creo que cae dentro de nuestra responsabilidad como integrantes del Poder 
Legislativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como se darán cuenta, conozco el desarrollo del trámite de este expediente 
desde antes de su presentación, no en su epílogo, pero sí en parte de su procesamiento. Creo que lo 
que corresponde hacer es enviar al Ministro una copia de la carpeta que nos entregaron en Sala -que 
ninguno pudo revisar de forma exhaustiva, pero prácticamente refiere a lo mismo que la presentación 
que realizaron- junto con la versión taquigráfica de la sesión y solicitarle un informe donde se 
fundamente o contradiga lo allí planteado. Con esa material podremos tomar las decisiones que 
creamos del caso. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Quiero hacer hincapié en que deberíamos precavernos haciendo lugar 
a la suspensión, porque si esto sale de acá y aparece en un diario de Buenos Aires, se transforma en 
un Exocet. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que debemos conocer los fundamentos antes de atender la solicitud del 
señor Senador Lacalle Herrera, porque pedir la suspensión podría generar una determinada situación 
que en principio no quisiera que se diera. Ahora bien, si los fundamentos que se nos brindan no son 
suficientes o generan dudas, correspondería tomar la decisión de solicitarle al Ministerio la suspensión 
del acto a los efectos de considerar el tema. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- No es que yo pida que se declare la suspensión, pero si ese peligro es 
cierto, queda esa salvación de suspensión para que no nos hagan el daño que potencialmente 
parecería -lo digo en condicional- que nos pueden hacer. Si es cierto lo expresado, creo que estamos 
jugando con un tema que no es poca cosa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es por esa razón que propongo enviar la carpeta con la versión taquigráfica 
donde figura lo aquí expresado. Naturalmente, cualquiera que tome contacto con esto va a poner 
atención a lo allí planteado porque sería irresponsable actuar de otra forma. 


SEÑOR ABREU.- Antes de que ingrese el señor Ministro, me quiero referir a los patriotas argentinos 
que ingresaron al Puerto de Montevideo. Desde nuestro punto de vista, este tema reviste una enorme 
gravedad. No es la primera vez que sucede y puede sentar un precedente realmente peligroso porque 
se reivindica una determinada organización y, además, en una página blog se hace una especie de 
ridiculización de nuestros servicios de inteligencia y de nuestros prefectos. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Solicito al señor Senador Abreu que describa la noticia porque no sé de 
qué se trata. 


SEÑOR ABREU..- El sábado pasado un grupo argentino denominado “Resistencia Nacional” ingresó al 
Puerto de Montevideo y al barco de bandera uruguaya “Audax ll”, que fue utilizado en la época de las 
Malvinas y que se lo reivindica para cambiarle el nombre y ponerle la bandera argentina. Cabe 
destacar que no sólo se ingresó en forma clandestina dentro del Puerto de Montevideo por segunda 
vez sino que, además, en esta oportunidad se hace una ridiculización de la inteligencia y de la 
Prefectura uruguaya en una página pública. Allí se expresa, por ejemplo, que a las autoridades 
nacionales les parece que la Prefectura es inviolable, pero no tienen las condiciones para serlo. Ellos 


reivindican en un blog la acción realizada el día sábado 5 en Montevideo y se burlan de la inteligencia 
naval uruguaya. Allí se expresa: “la Resistencia Nacional logró sortear la seguridad del Puerto y nos 
subimos al buque, demostrando al servicio de inteligencia uruguayo que si queremos, tenemos la 
capacidad operativa de realizar la actividad que queramos, aunque pinten a los prefectos uruguayos 
como comandos infranqueables”. 


Estas personas están vinculadas al grupo Quebracho, de Argentina, pero lo que más me 
preocupa es que en este texto se expresa que este grupo integrado por ex combatientes de Las 
Malvinas “entregaron un petitorio en ese sentido ante la Prefectura Nacional Naval.” Ante esto, me 
pregunto cómo es posible que alguien que viola la ley, ingresa en el Puerto de Montevideo y aborda un 
barco de bandera uruguaya en forma ilegal, presente un petitorio como si fuera una mesa de entrada 
de un trámite administrativo. Por tanto, le quisiera preguntar al señor Ministró qué es lo que sucedió y si 
realmente ese petitorio existe. 


Honestamente, no solo este hecho es lo que me preocupa, sino que este tipo de 
antecedentes, mirados desde el punto de vista de la eventual represión que naturalmente puede existir 
en cualquier país si se aborda un barco -en este caso de bandera uruguaya- en forma clandestina y 
violenta, pueden tener un desenlace muy grave, sobre todo teniendo en cuenta la sensibilidad con que 
estamos manejando la relación con la República Argentina. 


Creo que necesitamos una explicación por parte de la Prefectura, del Comando Naval y del 
Ministerio de Defensa Nacional, pero también habría que tomar alguna medida de carácter diplomático 
porque estamos hablando de ciudadanos extranjeros que ingresan al territorio nacional en forma 
clandestina, abordan un barco uruguayo, le pintan, incluso, su antiguo nombre -que era “Yehuin”- y 
reinvidican la colocación del pabellón argentino. 


A veces estos temas son provocaciones sin mucha gravedad, pero pueden tener 
consecuencias importantes. 


Por tanto, si se entregó un petitorio, quisiera saber en qué condiciones se lo hizo. En lo 
personal, si me hacen un petitorio de este tipo, lo primero que hago es detenerlos o, por lo menos, les 
pregunto cómo ingresaron al Puerto de Montevideo. Y lo peor es que le toman el pelo a la inteligencia 
uruguaya y a la Prefectura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya está esperando para ingresar la delegación del Ministerio de Defensa 
Nacional. Me he enterado por la prensa de que el Ministerio ha ordenado una investigación sobre este 
tema, pero quizás el señor Ministro nos puede adelantar alguna información. Por tanto, al final de la 
reunión le podremos plantear esta inquietud. 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


